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Mendoza, 11 de mayo de 2023. 

VISTOS: Los presentes autos FMZ 10129/2020, caratulados: “VAZQUEZ, Oscar 

Eduardo c/ ANSES y otros s/ AMPARO LEY 16.986”, de cuyo estudio 

RESULTA: 

I.- Que el actor promueve acción de amparo contra el Poder Ejecutivo Nacional, ANSeS, 

Gobierno de la Provincia de Mendoza, Contaduría General de la Provincia de Mendoza y Secretaría 

de la Seguridad Social, a fin de que se declare inconstitucional el art. 1 del Anexo I de la Resolución 

10/2020 dictada por la Secretaría de la Seguridad Social, por incluir en el régimen instaurado por ley 

24.018 y modificado por ley 27.546, a los magistrados provinciales transferidos a la Nación.  

En subsidio, solicita que se declare la inconstitucionalidad de la aplicación de la 

Resolución 10/2020 dictada por la Secretaría de la Seguridad Social al cargo que ostenta y, en 

consecuencia, se deje sin efecto el incremento del 18% del aporte jubilatorio que le fuera 

descontado desde el mes de abril de 2020, ordenándose a la Contaduría de la Provincia de 

Mendoza que se abstenga de aplicar tal disposición sobre la compensación que percibe como 

magistrado provincial. 

En particular peticiona: 

a) se declare inconstitucional el incremento del aporte jubilatorio dispuesto por el art. 6 

de la ley 27.546.  

b) se declare inconstitucional el art. 2 inc. “b” de la ley 27.546 por cuanto exige el cese 

definitivo como requisito para solicitar la jubilación. 

c) se declare inconstitucional el incremento de edad establecido en el art. 2 de la ley 

27.546 para los magistrados hombres, y se ordene la aplicación de la ley 24.018 sin 

dicha modificación. En subsidio, pide que se declare inconstitucional el art. 15 de la 

ley 27.546, por resultar la fórmula en él prevista absolutamente irrazonable para 

determinar una escala progresiva y operativa.  

Relata que es magistrado del Poder Judicial de la Provincia de Mendoza, desde el año 

1995. Que desde la sanción de la ley provincial n° 7770, cumple con todas las cargas impuestas por 

la ley n°7854 y ley n°24.018. En particular señala que desde el año 2008 realiza aportes 

previsionales del 12% conforme lo ordena el art. 31 de la ley 24.018. Aclara que suscribió el 

Convenio de Deuda por diferencias de aportes previsionales, como consecuencia del traspaso.  
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Señala que para el mensual 05/2020, sin comunicación previa alguna, advirtió un 

descuento del 18% en concepto de aporte jubilatorio, más un porcentaje equivalente 

correspondiente al mes de abril del mismo año. Refiere que dicha situación se debió a la aplicación 

de la ley 27.546, desde el 01/04/2020, la cual resulta ilegítima por ser lesiva de las garantías 

constitucionales que titulariza en razón de su cargo.   

Cuestiona además el incremento de la edad y la escala progresiva prevista en el art. 15 de 

la ley 27.546, en fundamentos a los que remito en mérito a la brevedad. 

Enumera los derechos constitucionales lesionados. 

Funda en derecho, cita jurisprudencia, ofrece prueba y reserva el caso federal, con 

argumentos fácticos y jurídicos a los que remito. 

II.- Que por sentencia interlocutoria de fecha 04/07/2022, la Cámara Federal de 

Apelaciones de Mendoza designó al suscripto para intervenir en la presente, asumiendo (en 

cumplimiento a ello) la intervención en fecha 08/07/2022.  

Es dable señalar que la mencionada decisión de la alzada fue impugnada por la ANSeS 

deduciendo recurso extraordinario y, frente a la denegatoria de éste, ha interpuesto recurso de 

queja ante la Corte Nacional (FMZ 10129/2020/1/RH1) sin que el Alto Tribunal (hasta el día de la 

fecha) se haya expedido, razón por la cual procedo al dictado de la presente sentencia, en los 

términos del art. 285 in fine del código de rito que puntualmente reza: “…mientras la Corte no haga 

lugar a la queja no se suspenderá el curso del proceso”. 

III.- Que la apoderada de la Administración Nacional de la Seguridad Social rinde el 

informe circunstanciado previsto por el art. 8 de la ley 16.986 y plantea la inadmisibilidad formal de 

la vía procesal intentada. 

Efectúa una negativa general de los hechos alegados por la contraria y, en particular, 

niega que la ley 27.546 sea inconstitucional.  

Ofrece y acompaña prueba. Opone la defensa de prescripción prevista en el art. 82 de la 

ley 18.037 y 168 de la ley 24.241. Funda en derecho y hace reserva del caso federal. 

IV.- Que la Dra. Beatriz Susana Quiroga, por el Gobierno de la Provincia de Mendoza 

produce el informe circunstanciado del art. 8 de la ley 16.986.  

En primer término señala que en el presente caso su parte no se encuentra pasivamente 

legitimada. Alega que al entrar en vigencia la Ley n° 7.770 que ratifica el Decreto n° 1757 por el 

cual el Poder Ejecutivo Provincial suscribió el Acta Complementaria Modificatoria del Convenio de 
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Transferencia y la ADDENDA a dicha Acta, los magistrados y funcionarios del Poder Judicial y 

Miembros del Tribunal de Cuentas de la Provincia comprendidos en los cargos detallados en la 

normativa señalada, accedieron a obtener la jubilación según las normas y requisitos tipificados en 

los arts. 8 a 17 y 26 a 36 de la Ley n° 24.018. 

Resalta que desde entonces su mandante dejó de liquidar la diferencia de haberes, 

obligación que asumió en el Acta Complementaria del Convenio de Transferencia del Sistema de 

Previsión Social de la Provincia de Mendoza al Estado Nacional, intertanto se hiciera efectiva la 

implementación de las regulaciones nacionales. 

Manifiesta que la Ley n° 7770 pone fin a la participación del Gobierno de la Provincia en la 

composición del beneficio previsional del sector y con ello lo deja fuera de los reclamos de índole 

previsional en relación al régimen cuestionado.  

Cita jurisprudencia, funda en derecho y reserva el caso federal.  

V.- Que encontrándose comprometido en el presente proceso los intereses del Estado de 

la Provincia de Mendoza, y conforme manda el art. 177 de la Constitución Provincial y Ley n° 728 -

reglamentaria del mencionado artículo-, se dio intervención a la Fiscalía de Estado de la Provincia 

de Mendoza, que debidamente notificada (conf. cédula diligenciada que obra agregada en autos) no 

ha comparecido en autos.  

VI.- Que las restantes codemandadas, debidamente notificadas, no han comparecido al 

proceso a fin de producir el informe circunstanciado previsto en el art. 8 de la ley 16.986.  

VII.- Encontrándose integrada la litis, y no existiendo prueba pendiente de producción, se 

llama autos para resolver. 

CONSIDERANDO: 

I.- Liminarmente, cabe señalar que de la totalidad de cuestiones planteadas por las partes 

habré de tratar sólo aquellas que considero conducentes para componer el litigio. Ello en virtud de lo 

resuelto por la Corte Suprema de Justicia de la Nación: “Los jueces no están obligados en la 

sentencia a seguir y decidir, paso a paso, todas las alegaciones de las partes” (CSJN, 24/3/88, LL, 

1988-D-63), es decir, a considerar todas las cuestiones planteadas por los litigantes “…sino sólo en 

aquéllas que estimen conducentes para la correcta solución del litigio” (Fallos: 287:230 y 294:466). 

El límite impuesto a la apreciación judicial está dado por la preservación de las garantías de 

“defensa en juicio” y “debido proceso legal” (art. 18 de la Const. Nacional). 
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II.- En primer lugar, corresponde analizar la procedencia de la vía del amparo para 

resolver y debatir las cuestiones ventiladas en la presente. 

Nuestro máximo Tribunal ha señalado reiteradamente que el amparo es un proceso 

excepcional utilizable en las delicadas y extremas situaciones en las que, por carencia de otras vías 

aptas, peligre la salvaguarda de derechos fundamentales (Fallos: 269:187; 270:176; 303:419 y 422). 

Por tratarse de una vía expedita, a los efectos de su procedencia se requiere que la lesión 

a la Constitución sea inequívoca y evidente, sin necesidad de un estudio largo o prolongado de los 

hechos, ni de amplio debate. Es por ello que es deber del juez extremar la prudencia para no 

resolver cuestiones que revistan complejidad fáctica y técnica por la vía del amparo a fin de no 

privar a los justiciables del debido proceso.  

En este sentido, no debe perderse de vista que el art. 75 inc. 22 de la Constitución 

Nacional al incorporar al derecho positivo argentino, con jerarquía constitucional, la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos (Pacto San José de Costa Rica, art. 25) y la Declaración 

Universal de Derechos Humanos (art. 8°), le exige al juzgador el deber de  garantizar el derecho a 

la “tutela judicial efectiva” e impone la conclusión de que cuando se cuestiona la inconstitucionalidad 

de una ley, el amparo es una vía formalmente  admisible. 

En el caso de marras, el eje del litigio se circunscribe a una cuestión jurídica, referida a la 

constitucionalidad de la ley 27.546. De modo que el marco de debate y prueba que ofrece el amparo 

es idóneo para dilucidar la cuestión planteada y, en consecuencia, la acción de amparo articulada 

es formalmente adecuada para encauzar la pretensión del accionante.  

Así, en tanto el análisis es de naturaleza constitucional, no se necesita una mayor 

amplitud de debate y prueba, lo que deja en evidencia que el amparo -para resolver el planteo del 

sub judice- es la vía para discutir el objeto del proceso.  

III.- Plantea la codemandada ANSeS defensa de prescripción en los términos del párrafo 

3° del art. 82° de la ley 18.037, el que concretamente establece: “Prescribe a los dos años la 

obligación de pagar los haberes devengados con posterioridad a la solicitud del beneficio.” 

Entiendo que el planteo no puede prosperar en tanto no se encuentran cumplidos en el 

presente los presupuestos necesarios para que la misma se torne operativa. Es que del relato de los 

hechos y constancias agregadas en la causa, surge con claridad que la presente acción de amparo 

no persigue el otorgamiento de un beneficio previsional que pudiere generar para el organismo 

previsional obligación de pago, sino que lo que el actor pretende es la declaración de 
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inconstitucionalidad del régimen instaurado por Ley 27.546, particularmente en cuanto incrementa el 

requisito de edad para los hombres.  

Por otro lado, no puede perderse de vista que el amparista continúa en actividad sin que 

hasta el momento haya iniciado el correspondiente trámite de solicitud del beneficio jubilatorio.  

Así las cosas, la prescripción liberatoria prevista en el art. 82 de la ley 18.037, 

normalmente invocada por la ANSeS en causas de reajuste, y aplicable en materia de haberes 

jubilatorios devengados o provenientes de reajustes de prestaciones no es susceptible de 

invocación ante un caso como el de autos en el que no existe siquiera pedido del beneficio 

jubilatorio, no pudiendo prescribirse el derecho de un crédito (en este caso el futuro e hipotético 

haber previsional) si es que éste no ha nacido.  

IV.- En relación a la ausencia de legitimación pasiva invocada por la Provincia de 

Mendoza entiendo que le asiste razón ya que ella no ha intervenido ni participado en la redacción de 

la norma cuya constitucionalidad se cuestiona en los presentes (ley n° 27.546), ni tampoco tiene a 

su cargo la implementación y ejecución de la misma, en virtud del Acta Complementaria 

Modificatoria del Convenio de Transferencia de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia 

de Mendoza, de fecha 30 de mayo de 2006, celebrada entre el Poder Ejecutivo Nacional y el 

Gobierno de la Provincia de Mendoza, conforme la cual todos los trámites inherentes a la gestión 

del otorgamiento de los beneficios previsionales de los magistrados pertenecientes al Poder Judicial 

de Mendoza, como el caso del actor, competen exclusivamente al ANSeS y no así a la provincia 

codemandada. 

Todo lo cual demuestra, en definitiva, que no se configura ningún acto u omisión (de esa 

parte) lesivo de los derechos del amparista. 

En idéntico sentido me he expedido recientemente al resolver la causa FMZ 10100/2020, 

rotulada: “COBO, Osvaldo Daniel c/ ANSES y otros s/ Amparo Ley 16.986”, de fecha 17 de abril del 

2023, decisión que -en este tópico- ha quedado firme al no haber sido apelada por la actora (que al 

igual que en el sub judice es un magistrado de la justicia provincial). 

V.- Ingresando al examen del fondo de la cuestión, corresponde en primer lugar 

pronunciarme sobre la constitucionalidad de la Resolución 10/2020 de la Secretaría de la Seguridad 

Social, cuyo art. 1° del Anexo I incluye en el régimen instaurado por ley 24.018 y modificado por ley 

27.546, a los magistrados provinciales transferidos a la Nación.  
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Concretamente, lo que el actor cuestiona es que por medio de una resolución dictada por 

la Secretaría de la Seguridad Social, de jerarquía inferior, se haya dispuesto su inclusión en el 

régimen de la ley 27.546. 

La ley 27.546, sancionada en abril del año 2020, modificó una serie de aspectos del 

Régimen jubilatorio de los Magistrados y Funcionarios del Poder Judicial de la Nación previsto en la 

ley 24.018. La ley en cuestión no crea un nuevo régimen, sino que establece un conjunto de 

reformas sobre el ya instaurado por ley 24.018, como el incremento del aporte jubilatorio, el 

aumento de la edad exigida para acceder al beneficio de jubilación, etcétera.  

El Poder Ejecutivo Nacional, por medio del decreto 354/2020, facultó a la Secretaría de la 

Seguridad Social a dictar todas las medidas complementarias y aclaratorias que fueren necesarias 

para la aplicación de la ley 27.546.  

Es así como dicho organismo dictó la resolución cuestionada por el amparista, que 

aprueba las normas complementarias y aclaratorias para la aplicación de la Ley 27.546.  

En lo que aquí nos concierne, el artículo 1° del Anexo I, dispuso: “El régimen especial 

instituido en el Capítulo II de la Ley N° 24.018 y sus modificatorias comprende a los magistrados y 

funcionarios del Poder Judicial de la Nación y del Ministerio Público de la Nación, así como a los 

magistrados y funcionarios del Poder Judicial y del Ministerio Público de jurisdicciones locales 

cuyos regímenes previsionales fueron transferidos a la Nación (…)” (el resaltado me 

pertenece).  

Se desprende del texto citado que, a través del dictado de la Resolución cuestionada, la 

Secretaría de la Seguridad Social se encargó de aclarar que el régimen instaurado por la Ley 

24.018, resulta también aplicable a los magistrados y funcionarios de las jurisdicciones locales 

cuyos regímenes fueron transferidos a la Nación. 

Tal es el caso del actor, que como él mismo apunta, se vio alcanzado por el traspaso de 

los regímenes provinciales al ámbito nacional instrumentado por medio de la Ley provincial 7.770, 

que ratificó el Decreto Nº 1757 de fecha 30 de julio de 2007, por el cual, el Poder Ejecutivo 

Provincial suscribió, el día 30 de mayo de 2006, el Acta Complementaria Modificatoria del Convenio 

de Transferencia de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia de Mendoza, entre el 

Presidente de la Nación Argentina y el Gobernador de la Provincia de Mendoza.  

En este sentido, destaca el amparista que prestó voluntariamente su consentimiento 

dentro del plazo de caducidad de 90 días previsto en dicha normativa, y suscribió con la Provincia 
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de Mendoza un Convenio de Deuda por las diferencias de aportes previsionales, el cual se 

encuentra abonando incluso en la actualidad, conforme surge de la instrumental acompañada.  

Todo ello, en pos de acceder al Régimen Especial de la Ley 24.018.  

Por lo expuesto, y teniendo presente que la ley 27.546 no crea un nuevo régimen sino que 

se limita a establecer una serie de modificaciones sobre el régimen ya instaurado por ley 24.018, es 

que entiendo que el planteo del actor en este punto no debe prosperar.  

Cierto es que el art. 1° de la Ley 27.546, determina como ámbito de aplicación 

exclusivamente a los magistrados y funcionarios del Poder Judicial de la Nación y del Ministerio 

Público de la Nación, empero y si bien podría cuestionarse la técnica legislativa utilizada, lo cierto es 

que la Resolución de la Secretaría de Seguridad Social, a través del artículo 1° del Anexo I, no hace 

más que complementar el texto legal y deja aclarado que aquellas personas (magistrados y 

funcionarios de las jurisdicciones locales) cuyos regímenes previsionales provinciales fueron 

transferidos a la Nación,  se encuentran alcanzados por las disposiciones de la norma en cuestión. 

Es decir, la Resolución dictada por la Secretaría, en uso de las facultades conferidas por 

el Poder Ejecutivo Nacional, no busca modificar la ley, sino simplemente aclarar cuál es la situación 

de aquellas personas que, como el actor, y como consecuencia de la transferencia quedaron 

alcanzados por el régimen de la Ley 24.018.  

No surge de los antecedentes expuestos, la ilegalidad o arbitrariedad manifiesta alegada 

por la actora. Es que, no encontrándose controvertido que el magistrado Oscar Vázquez optó por 

quedar comprendido en el régimen de la Ley 24.018, que fuera parcialmente modificado por la ley 

27.546, y atento que esta última no instituye un nuevo régimen, sino simplemente una serie de 

modificaciones sobre aquél por el cual ya se encontraba alcanzado, no encuentro razón válida que 

permita sostener la inaplicabilidad de la norma cuestionada (Ley 27.546) al caso del amparista.  

En otras palabras, una vez incluido en el sistema de la Ley 24.018, resulta alcanzado por 

las posteriores modificaciones al régimen. Bajo esta premisa se enrolan la Ley 27.546 y la 

Resolución 10/2020 del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, atento lo cual 

corresponde rechazar el planteo de inconstitucionalidad del Art. 1° del Anexo I integrante de la 

Resolución 10/2020 de la Secretaría de la Seguridad Social.  

VI.- En virtud de lo expuesto, y entendiendo que resultan aplicables al actor las 

previsiones de la ley 27.546 por cuanto modifica parcialmente el régimen en el cual ya se 
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encontraba incluido, corresponde analizar la constitucionalidad de las disposiciones de la Ley 

27.546 cuestionadas puntualmente por el accionante.  

Previo a ello, he de recordar que la Corte Nacional ha sostenido en diversas 

oportunidades que la declaración de inconstitucionalidad constituye la más delicada de las funciones 

a encomendar a un tribunal de justicia, configurando un acto de suma gravedad que debe ser 

considerado la última ratio del orden jurídico (Fallos: 302:1149; 303:1708, otros) y sólo cabe acudir a 

ella cuando no existe otro modo de salvaguardar algún derecho o garantía amparado por la 

Constitución Nacional, siendo la incompatibilidad con ésta absoluta (Fallos 249:51; 288:325; 

306:1597; 331:2068; 333:447, 331:2799, 331:2068, 330:3853, 330:2981, 330:2255, 330:1036, 

330:855, 329:5567, 329:5382, entre otros.). Y si bien el Máximo Tribunal ostenta el carácter de 

intérprete final de la Constitución Nacional y de “supremo custodio de las garantías constitucionales” 

(Fallos: 279:40; 297:338; entre otros), compete a los jueces de cualquier fuero, jurisdicción y 

jerarquía, nacionales o provinciales, el control de constitucionalidad. 

Es en este marco, que procederé a evaluar la constitucionalidad de algunos puntos de la 

ley 27.546. 

VII.- La Ley 27.546, modificó diversos aspectos del régimen jubilatorio de los magistrados 

y funcionarios del Poder Judicial de la Nación previsto en la Ley 24.018.  

El art. 9° inciso b) de la Ley 24.018 modificado por el art. 2° de la Ley 27.546 (y su 

reglamentación) dispone que los magistrados y funcionarios comprendidos en el art. 8° de la ley 

24.018 y sus modificatorias, tendrán derecho al régimen especial si reunieran la totalidad de los 

siguientes requisitos: a) Edad: 60 años en el caso de las mujeres y 65 años en el caso de los 

hombres; b) Acreditar 30 años de servicios con aportes computables en uno o más regímenes 

incluidos en el sistema de reciprocidad jubilatorio; c) Haberse desempeñado como mínimo diez 10 

años de servicios continuos o 15 años discontinuos en alguno de los cargos indicados en el art. 8° 

siempre que se encontraren en su ejercicio al momento de cumplir los demás requisitos necesarios 

para obtener la jubilación y; d) Cesar definitivamente en el ejercicio de los cargos indicados en el art. 

8°.  

Asimismo, el art. 6° de la ley 27.546, modificó el art. 31 de la ley 24.018, y dispuso que el 

aporte personal correspondiente a los funcionarios y magistrados mencionados en el artículo 8° sea 

equivalente a la alícuota determinada en el artículo 11 de la ley 24.241, incrementada en siete (7) 
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puntos porcentuales, sobre la remuneración total percibida en el desempeño de sus funciones, es 

decir, elevó la alícuota del aporte previsional al 18%. 

En los presentes autos, se cuestiona el incremento del aporte jubilatorio y su aplicación 

desde el mes de abril del año 2020, la exigencia del cese definitivo en el ejercicio del cargo, la edad 

de 65 años y la escala prevista en el art. 15 de la ley 27.546. 

VIII.- En relación a la exigencia del cese definitivo, como requisito para iniciar el trámite 

jubilatorio, he de ponderar, en primer lugar, que la ley anterior no exigía la renuncia definitiva al 

cargo para obtener el beneficio y en consecuencia, el magistrado o funcionario podía iniciar el 

trámite jubilatorio una vez reunidas las condiciones (edad y años de aporte) y obtener el beneficio 

para recién luego presentar la renuncia al cargo. Esto creaba implícitamente una situación de 

certeza para el agente, en tanto cesaría en su función pero su salario sería sustituido por la 

prestación previsional ya otorgada. 

Al modificarse la ley, se establece la prohibición de continuar en el cargo activo hasta 

tanto la jubilación sea concedida. Aspecto cuestionado por el actor y cuya constitucionalidad y 

razonabilidad corresponde evaluar.  

Si nos remitimos al régimen jubilatorio general, este requisito se encuentra ausente.  

El cese definitivo en la actividad no es necesario para la tramitación del beneficio ni para 

su obtención (art. 47, ley 24.241), previéndose la posibilidad de postergar la percepción del 

beneficio en tanto se mantenga en actividad (art. 111, ley 24.241). 

Es cierto que la aceptación de la renuncia definitiva es la que marca el fin de la vida 

laboral del agente, y que es incompatible la percepción del beneficio jubilatorio y del salario por la 

labor prestada, sin embargo ello se soluciona con la presentación de una renuncia condicionada al 

otorgamiento de la jubilación, y la aceptación de la misma.  

Debe tenerse presente que el cese definitivo se produce cuando la renuncia presentada 

por el interesado es aceptada por la autoridad competente, y que entre un hecho y otro puede 

transcurrir cierto período de tiempo durante el cual, conforme el criterio adoptado por el legislador en 

la norma en análisis, la persona se vería en una situación de extrema desprotección en tanto 

desprovista de ingresos que le garanticen la subsistencia. Ello por cuanto es la fecha de aceptación 

de la renuncia, la que determina la fecha de adquisición del beneficio jubilatorio.  

Cabe agregar que, conforme lo indica la experiencia o lo que normalmente sucede, la 

tramitación de la mayoría de las solicitudes de jubilación iniciadas ante ANSeS, a la luz del régimen 
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especial de magistrados o funcionarios judiciales, supone una demora de sustantiva importancia y, 

además, al no tener salario, ni jubilación, tampoco tendría el actor cobertura de salud.  

Lo expuesto nos conduce a evidenciar lo irrazonable de la norma, en tanto pone en riesgo 

la integridad de los ingresos del actor, de carácter alimentario por cierto, en tanto que durante el 

tiempo de demora del trámite no percibirá remuneración ni haber jubilatorio y, por ende, no tendrá 

cobertura de salud; máxime considerando que la Administración carece de plazos reglados para el 

otorgamiento del beneficio jubilatorio, a lo que se suma la clara desigualdad respecto a los restantes 

regímenes previsionales como ya se mencionó.   

Por este motivo, entiendo que incorporar como recaudo para la concesión del beneficio 

jubilatorio el cese definitivo en el cargo, no constituye una herramienta idónea para cumplir con el 

propósito de la Ley 27.546. Entre las diversas medidas que se tomaron como aumentar la edad, los 

aportes especiales, disminuir las personas con acceso al beneficio especial (modificando el régimen 

de los pensionados), no es posible vislumbrar cuál fue la finalidad perseguida al incorporar en la ley 

24.018 el inciso b) del art. 9, que no resulta apropiado ni coherente para lograr el fin perseguido.  

Consecuentemente, la disposición luce irrazonable y arbitraria. La circunstancia de que el 

medio no es adecuado al fin perseguido descalifica la validez constitucional de la norma 

cuestionada.  

Sobre este tópico se ha pronunciado el Juzgado Federal n° 1 de Corrientes en la causa 

FCT 3731/2022, rotulada: “DELGADO, Ramón c/ ANSeS s/ amparo ley 16.986”, de fecha 01 de 

febrero de 2023, declarando la inconstitucionalidad del punto en análisis al meritar que: “La 

exigencia del cese definitivo en el ejercicio del cargo (o sea exigir la aceptación de la renuncia) 

como requisito previo al otorgamiento del beneficio jubilatorio, resulta manifiestamente arbitrario por 

ser injustificado, desproporcionado, excesivo, irrazonable y lesivo de derechos y garantías 

constitucionales del actor (afecta el principio de igualdad, la inviolabilidad de la propiedad privada, y 

el derecho a la seguridad social, entre otros). No se exige ese recaudo a ninguna otra repartición 

pública, y no existen razones que autoricen el trato diferenciado.”. 

Por su lado, la Cámara Federal de Apelaciones de General Roca se expidió con idéntico 

temperamento al resolver los autos FGR 358/2021, caratulados: “COSCIA, Orlando Arcángel c/ 

Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional) y otro s/ Amparo Ley 16.986”, de fecha 05 de abril de 

2022, apuntando que luego de evaluar los antecedentes parlamentarios de la Ley 27.546, no se 

encuentra explícita referencia a la finalidad que perseguía la incorporación de ese requisito en la 
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reforma del régimen jubilatorio de magistrados y funcionarios, ni la relación con los fines declarados 

de la reforma. 

Como ya lo señalara más arriba, en el sub examine, la disposición normativa cuestionada 

revela una clara incompatibilidad con las garantías, principios y derechos consagrados por la 

Constitución Nacional (derecho de propiedad, a la seguridad social, a la salud, al principio de no 

regresividad, entre otros), todo lo cual resulta suficiente para hacer lugar a la acción de amparo en 

este punto, y declarar la inconstitucionalidad del art. 9 inc. b de la ley 24.018, y del art. 2 inc. e del 

Anexo I de la Resolución 10/2020 SSS, normas que devienen en consecuencia inaplicables al actor.  

Como corolario de ello, considero que el Dr. Oscar Vázquez podrá permanecer en el cargo 

hasta tanto le sea acordado el beneficio jubilatorio, sin tener que renunciar en forma definitiva al 

mismo como requisito previo o concomitante con la solicitud de dicho beneficio.  

IX.- Seguidamente, el amparista cuestiona el art. 2° de la ley 27.546 y el art. 2° del Anexo 

I de la Resolución 10/2020 de la Secretaría de la Seguridad Social, ambos en cuanto disponen un 

incremento de la edad exigida para acceder a la jubilación, llevándola de 60 (según ley 24.018) a 65 

años de edad.  

Asimismo, cuestiona la constitucionalidad del art. 15 de la ley 27.546 por cuanto establece 

una escala progresiva para aquellos sujetos que se encontraban próximos a jubilarse (en los 

términos de la ley 24.018), al momento de la sanción de la ley 27.546.  

En relación a este punto, tengo presente que el Dr. Oscar Vázquez, al momento de 

interponer la presente acción de amparo, contaba con 58 años y 7 meses de edad (24/06/2020), es 

decir, que estaba a sólo 1 año y 5 meses de cumplir los 60 años que exigía la ley 24.018 para poder 

iniciar su trámite jubilatorio.  

Con el dictado de la ley 27.546, se dispuso la modificación del requisito de edad en los 

hombres para acceder al beneficio de la jubilación, elevándola a los 65 años. Por su parte el art. 15 

crea una norma transitoria en la cual se establece una “escala progresiva” para acceder al beneficio 

previsional. Dicho dispositivo quedó redactado de la siguiente manera: “A los fines de alcanzar la 

edad prevista para los hombres por el artículo 9° de la ley 24.018 y sus modificatorias (texto 

sustituido por la presente ley) para el logro de la jubilación ordinaria de magistrados y funcionarios 

comprendidos en el artículo 8° de la ley citada se observará la siguiente escala: 2020 - Sesenta (60) 

años. 2021 – Sesenta y un (61) años. 2022 - Sesenta y dos (62) años. 2023 - Sesenta y tres (63) 

años.2024-Sesenta y cuatro (64) años.2025 -Sesenta y cinco (65) años”.  



 

Poder Judicial de la Nación 

Juzgado Federal n° 4 de Mendoza  

 

 

 

La escala prevista busca establecer un gradualismo de edad para quienes se encontrasen 

próximo a acceder a la jubilación (es decir, próximos a cumplir los 60 años que preveía la ley 24.018 

antes de la modificación), sin que debiesen esperar hasta cumplir los 65 años.  En esta situación se 

encuentra comprendido el actor, quien al momento de la sanción de la ley 27.546, contaba con 58 

años.  

En virtud de lo expuesto, entiendo que para resolver la cuestión debatida en el presente, el 

dispositivo normativo pasible de análisis es, antes que nada, el previsto en el art. 15 de la ley 

27.546, por ser en definitiva, el que contempla la situación del amparista.  

Es que, independientemente del incremento de la edad que dispuso el régimen en 

cuestión y cuya inconstitucionalidad plantea el actor, el caso particular resulta emplazado en los 

términos del art. 15 de la ley 27.546.  

Ahora bien, como mencioné anteriormente, la citada escala tiene por finalidad que las 

personas -como el actor-, que se encontraren próximas a jubilarse, no deban esperar hasta alcanzar 

los 65 años para poder acceder al beneficio jubilatorio.  

Sin embargo, si nos ceñimos a la manera en que fue redactada la disposición legal, se 

advierte que genera una situación contraria a la perseguida, la cual se logra comprender fácilmente 

a partir de un caso práctico. Por ejemplo, si una persona hubiera cumplido los 59 años de edad en 

el año 2020, encontrándose próximo a jubilarse, deberá esperar 5 años para poder jubilarse, dado 

que cumplirá 60 años en el 2021, 61 años en el 2022, 62 años en el 2023, 63 años en el 2024, 64 

en el año 2025, y 65 años en el 2026. Conforme a la literalidad de la escala aprobada, quien tenía 

59 años en el año 2020 deberá esperar hasta el año 2026 para jubilarse. 

Así las cosas, se puede advertir fácilmente que es erróneo sostener que dicha escala, tal 

como está formulada, modifica progresivamente la edad de jubilación durante los próximos 5 años 

de su vigencia.  

El texto de la ley, literalmente considerado conduce a solución contrapuesta con el fin 

perseguido por dicha norma. En efecto el legislador intentó sentar una progresividad en favor de 

aquellos beneficiarios que, al tiempo de la modificación legal, estaban próximos a jubilarse pero la 

redacción nos lleva a una solución contraria al objetivo pregonado generando una situación de 

injusticia en casos como el de marras. 

Así las cosas resulta claro que el legislador tuvo la intención de establecer una escala 

progresiva o gradual para quienes vayan cumpliendo con este requisito etario durante los primeros 
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cinco años de vigencia de la nueva ley, cuestión ésta que queda evidenciada en los motivos que se 

esgrimieron en el Mensaje de Elevación del entonces Proyecto de Ley donde se manifestó que: “El 

artículo 15 del Proyecto de Ley prevé una escala progresiva de incremento de las edades que 

permite llevar a cabo la modificación citada de manera gradual y previsible, a fin de no afectar 

los derechos de los magistrados y funcionarios que se encuentran próximos a jubilarse”. 

Evidentemente, la intención del legislador ha sido manifiesta en el sentido de no querer imponer una 

modificación de la edad jubilatoria en forma drástica, con la finalidad de no frustrar la natural 

expectativa inmediata de quienes se encontraban prontos a obtener el beneficio. 

Pero en los hechos, de aplicarse el frío texto normativo, se obtiene no un aumento gradual 

y paulatino del requisito de edad, sino un aumento inmediato o repentino de 5 años para acceder a 

la jubilación. 

Al respecto, destaco que existe un importante antecedente en nuestra legislación, el que 

demuestra –claramente- la forma en la que es deseable la implementación de este tipo de escalas 

para cumplir justamente con el gradualismo pregonado.  

El mismo lo encontramos en el art. 37 de la ley 24.241, cuando fijó nuevas edades 

jubilatorias para hombres y mujeres. Dicha ley, al aumentar la edad requerida para acceder a la 

jubilación (de 60 a 65 años para el caso de los hombres y de 55 a 60 años para el caso de las 

mujeres), tuvo en miras aquellas personas que, de acuerdo al régimen anterior, estaban en 

condiciones de acceder a la jubilación y así incorporó en dicho dispositivo una tabla de incremento 

progresivo en las edades para obtener la jubilación. Para el caso de los hombres se estableció que 

podían acceder a la prestación básica universal quienes alcanzaren la edad de 62 años en el 1994, 

de 63 años en 1996, de 64 años en 1998 y de 65 años en el 2001. Similar cuestión aconteció para 

el caso de las mujeres, requiriéndose para obtener la jubilación 57 años en 1994, 59 años en 1996 y 

finalmente 60 años en el año 2001. La norma previó los casos de aquellos hombres y mujeres que 

se encontraban próximos a obtener la jubilación, de acuerdo a los requisitos exigidos por la norma 

que se modificaba, y fijó un aumento progresivo de la edad.   

En el caso de la reforma bajo análisis (Ley n° 27.546), la norma de derecho transitorio 

creada por el legislador no cumple ni consuma el propósito que tenía, dado que sólo se pueden 

jubilar a los sesenta años aquellos magistrados y funcionarios que hubieren alcanzado esa edad en 

el año 2020, atento lo cual la progresividad pretendida se ve totalmente desvirtuada o desdibujada 

de aplicarse la escala de edades aprobada tal cual se desprende de las palabras de la ley.  
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La Corte Federal con mucha razón ha expuesto que al momento de interpretar una norma, 

cualquiera sea su índole, debe tenerse primordialmente en cuenta su finalidad (Fallos: 305:1262; 

322:1090; 330:2192; 344:1810). Ello toda vez que no es siempre método recomendable el 

atenerse estrictamente a las palabras de la ley, ya que el espíritu que la nutre ha de 

determinarse en procura de una aplicación racional, que elimine el riesgo de un formalismo 

paralizante (Fallos: 326:2095; 329:3666; 330:2093; 344:223), dado que lo importante no es ceñirse 

a rígidas pautas gramaticales sino computar el significado profundo de las normas (Fallos: 

344:2591). 

En ese sentido, sostuvo el Alto Tribunal que los magistrados al momento de juzgar no 

pueden dejar de evaluar la intención del legislador y el espíritu de la norma (Fallos: 323:3139), 

apuntando que, la interpretación de la ley debe practicarse teniendo en cuenta la finalidad 

perseguida por las normas (Fallos: 284:9); indagando, por encima de lo que ellas parecen decir 

literalmente, lo que dicen jurídicamente (Fallos: 294:29) (el resaltado y subrayado es del 

suscripto). 

Así también cabe añadir que la Corte Nacional ha profundizado estas directrices cuando 

se tratan de interpretar normas del derecho previsional como ocurre en el sub lite. 

En relación a ello, consideró que en la inteligencia que cabe asignar a las normas de la 

seguridad social, el puro rigor de los razonamientos lógicos debe ceder ante la necesidad de 

que no se desnaturalicen jurídicamente los fines que las inspiran (Fallos: 327:870; 329:872), 

añadiendo en otro precedente que tratándose de una cuestión previsional, se impone 

interpretar las disposiciones en juego conforme a la finalidad esencial que con ellas se 

persigue, cual es la de cubrir riesgos de subsistencia (Fallos 312:802) (la negrilla y el subrayado me 

pertenece). 

Ahora bien, en el sub judice, el actor cumplió los 60 años de edad en el año 2021 (más 

precisamente el 08/11/2021). Conforme a una interpretación teleológica e integral, atento que para 

el año 2021 la edad jubilatoria es de 61 años, es razonable y lógico sostener que podrá jubilarse 

quien ha alcanzado los 61 en el año 2022. Caso contrario, la escala carecería de gradualidad 

alguna y como bien lo sostiene la Corte desde antiguo: “la inconsecuencia del legislador no se 

supone” (Fallos 345:1249) 

El amparista ha cumplido 61 años el 08/11/2022, contando -al día de fecha- con la edad 

legal necesaria y requerida para jubilarse; por lo tanto, no le resulta aplicable la exigencia de 65 
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años prevista en el art. 9 de la Ley 27.546, ni la literalidad del art. 15 de la citada norma, pudiendo el 

actor dar inicio a los trámites para acceder al beneficio de la jubilación, dado que ya ha cumplido 61 

años el 08/11/2022, fecha en la cual adquirió la edad necesaria para jubilarse, conforme a la 

interpretación teleológica e integral formulada, razón por la cual corresponde acoger la acción de 

amparo interpuesta. 

Con similar criterio se ha expedido la Cámara Federal de General Roca, en los autos FGR 

6194/2020/CA1, rotulados: “LOUGHLIN Miguel Ángel c/ Estado Nacional s/ acción meramente 

declarativa de inconstitucionalidad” (sentencia del 06 de septiembre de 2022).  

En dicha oportunidad y al confirmar -en este aspecto- la sentencia de primera instancia, el 

citado tribunal de alzada entendió que: “Asumo entonces que, precisamente, la solución 

interpretativa brindada en el decisorio en revisión a la norma cuestionada para darle sentido -al 

encontrar al accionante en condiciones de acceder a su jubilación al alcanzar los 61 años de 

edad (el 20 de junio de 2022) al estar al requisito de edad establecido para el año en que 

cumpliese los 60 años de edad-, logra el objetivo de resguardar sus derechos, apareciendo 

adecuada para dar una razonable respuesta al planteo inicial sin cuestionar su ajuste a los 

designios constitucionales. Así en tanto, en razón de la aparente gradualidad impresa en la 

norma transitoria de serle aplicada en su literalidad con la imprecisión que arrastra, provocaría 

postergar su acceso a la prestación jubilatoria, al llevarlo indefectiblemente a acceder al beneficio 

previsional cuando cumpliese los 65 años, contradiciéndose la motivación tenida en miras por 

legislador desde la misma advertencia que surge el mensaje de elevación del proyecto de ley, como 

bien ha sido resaltado. A lo que sumo, como también quedó expuesto, que los argumentos de la 

accionada para contrarrestar lo así decidido, no resultaron efectivos” (el destacado me pertenece). 

En dicho precedente, estimo que con gran acierto, no se declaró la inconstitucionalidad del 

art. 15 de la ley 27.546, dado que la exégesis teleológica efectuada sobre el texto de la norma no lo 

hacía necesario, debiendo recordarse que dicha declaración debe ser considerada como ultima ratio 

del orden jurídico y, en verdad, la disposición cuestionada se trató (a mi entender) de una errada 

diagramación judicialmente subsanable. 

Con similar temperamento (aunque declarando la inconstitucionalidad del art. 15 de la ley 

27.546 para el caso concreto), se ha pronunciado recientemente el Juzgado Federal de la 

Seguridad Social N°4, en autos CSS 043841/2022, caratulados “COLOMBO, Claudio Julio c/ Estado 

Nacional y otros s. acción meramente declarativa”, sosteniendo que: “ (…) la norma, lejos de 
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establecer un gradualismo, establece desde su entrada en vigencia el aumento en 5 años de la 

edad jubilatoria de los varones, contradiciendo a todas luces la intención del legislador en el 

mensaje de elevación del proyecto de ley (…)” (sentencia del 27/02/2023).  

En idéntico sentido me he expedido recientemente al resolver la causa FMZ 10100/2020, 

rotulada: “COBO, Osvaldo Daniel c/ ANSES y otros s/ Amparo Ley 16.986”, de fecha 17 de abril del 

2023. 

En virtud de las consideraciones expuestas, y encontrándose a salvo la situación del 

amparista, a partir de una debida interpretación de la escala del art. 15 -contemplada al caso 

concreto del actor-, deviene innecesario pronunciarme respecto de la constitucionalidad del art. 2° 

de la ley 27.546, en virtud de que, por la presente, se reconoce el derecho del Dr. Oscar Eduardo 

Vázquez para acceder al beneficio jubilatorio a la edad de 61 años, no resultando de aplicación la 

exigencia de los 65 años establecida en la norma cuestionada (art. 2 de la ley 27.546).  

X.- Finalmente, en relación al cuestionamiento del incremento en el aporte jubilatorio, 

luego de analizados los argumentos expuestos por las partes y evaluadas las normas legales y 

constitucionales en juego, en el limitado y estrecho marco de conocimiento que supone un proceso 

de amparo, adelanto que me pronunciaré por el rechazo de esta puntual pretensión, en razón de las 

consideraciones que a continuación expondré. 

a) En primer lugar, no puede perderse de vista que nos encontramos frente un régimen 

especial, a través del cual se busca asegurar a ciertos sectores ocupacionales condiciones 

jubilatorias más beneficiosas por el tipo de actividad que desarrollan, que usualmente demandan 

una dedicación especial o exclusiva. 

El propósito anunciado con el dictado de la ley 27.546 fue rediseñar el régimen especial 

del capítulo II de la ley 24.018, con el objetivo de que el mismo no deba ser financiado con recursos 

del régimen común. A ese fin, se dispusieron diversas medidas como la de aumentar los aportes 

especiales, aumentar la edad jubilatoria, entre otras, y que se visualizan en principio como afines o 

vinculadas de manera fundada con el fin perseguido por el legislador.   

Sabido es que el sistema previsional argentino es de reparto asistido, construido sobre la 

base de los principios de responsabilidad individual y de solidaridad intergeneracional. De esta 

manera, el financiamiento del mismo es de tipo complementario, en parte mediante recursos 

provenientes de la recaudación fiscal y, otra parte, de contribuciones de los sectores activos. 
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La importancia del principio de solidaridad del sistema radica en el hecho de que estamos 

ante una verdadera cláusula constitucional, en virtud de la cual todos estamos obligados a contribuir 

a fin de que el sistema de la seguridad social sea real, efectivo y cumpla con su fin.  

El régimen especial instaurado por ley 24.018, preveía una alícuota diferencial de aporte 

previsional equivalente al 12% ya que incrementaba en 1 punto la alícuota prevista en el art. 11° de 

la ley 24.241, que regula el régimen general. Al ser modificado el art. 31° por medio de la ley 

27.546, dicha alícuota quedó fijada en un 18%, toda vez que dispone: “El aporte personal 

correspondiente a los funcionarios y magistrados mencionados en el artículo 8° será equivalente a 

la alícuota determinada en el artículo 11 de la ley 24.241 y sus modificatorias incrementada en siete 

(7) puntos porcentuales, sobre la remuneración total percibida en el desempeño de sus funciones.”.  

En el mensaje de elevación del entonces proyecto de ley se dejó plasmada la idea 

perseguida a partir de dicha modificación, que en sí “procura mejorar la relación entre los beneficios 

a percibir y el esfuerzo contributivo, sin afectar la razonable proporcionalidad entre el monto del 

haber previsional y la retribución de los magistrados y funcionarios en actividad”.  

b) Sostiene la actora que la norma en cuestión afecta en manera directa la garantía de 

intangibilidad de las remuneraciones consagrada en el art. 110 de la Constitución Nacional, en tanto 

que la alícuota dispuesta por el legislador disminuye significativamente su haber mensual afectando 

el derecho de propiedad por resultar confiscatorio, como así también otros derechos fundamentales 

en virtud del carácter alimentario que reviste la retribución.  

Respecto de esta innegable garantía constitucional nuestra Corte Federal ha sido clara, al 

pronunciarse en el precedente “Chiara Díaz” (Fallos: 329:385, del 07/03/2006), en punto a su 

finalidad y alcance, que no es otro que el de garantizar la independencia e imparcialidad de la 

justicia en cuanto poder del Estado, mandato que es dirigido a los otros dos poderes del Estado y a 

través del cual les impone abstenerse de dictar o ejecutar acto alguno que implique reducir la 

remuneración de los jueces, pero no instituye un privilegio que los ponga a salvo de toda y 

cualquier circunstancia que redunde en una pérdida del poder adquisitivo de sus haberes (la 

negrilla es del suscripto). 

 Añadió asimismo el Alto Tribunal que la “finalidad de dicha cláusula constitucional es 

prevenir ataques financieros de los otros poderes sobre la independencia del judicial, pero no 

protege a la compensación de los jueces de las disminuciones que indirectamente pudieran 

proceder de circunstancias como la inflación u otras derivadas de la situación económica 
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general, en tanto no signifiquen un asalto a la independencia de la justicia por ser generales e 

indiscriminadamente toleradas por el público (C. Clyde Atkins vs. The United States; 214 Ct. Cl. 186; 

cert. denied 434 U.S. 1009). Como se dijo al respecto, la cláusula referida no establece una 

prohibición absoluta sobre toda la legislación que concebiblemente pueda tener un efecto 

adverso sobre la remuneración de los jueces, pues la Constitución delegó en el Congreso la 

discreción de fijarlas y por necesidad puso fe en la integridad y sano juicio de los representantes 

electos para incrementarlas cuando las cambiantes circunstancias lo demanden (United States vs. 

Will, 449 U.S. 200, CYear 2C).” (el resaltado y subrayado me pertenece) (Fallos: 329:385, del 

07/03/2006). 

Asimismo señalaron los ministros Ricardo Lorenzetti y Eugenio Zaffaroni, en su voto 

conjunto del citado precedente que: “Quienes han sido encomendados por el pueblo para ocuparse 

transitoriamente de los asuntos de la administración del Estado, deben realizar una lectura madura y 

razonable de esta disposición constitucional que obliga a los demás poderes a proteger las 

instituciones, con toda la utilidad que ello trae para la totalidad de los ciudadanos que habitan este 

país y las generaciones futuras. Lo afirmado precedentemente no significa que los derechos 

subjetivos basados en la citada norma deban ser ejercidos de modo irrazonable, ya que todo 

derecho tiene su límite. En este sentido esta Corte ha fijado esa frontera en el valor de la 

solidaridad, ya que ha afirmado, reiteradamente, que los jueces deben ser solidarios con el 

resto de la población (Fallos: 308:1932; 313:1371 y 314:760) y que la intangibilidad no puede 

ser interpretada de modo absoluto, de manera que termine consagrando un privilegio.” (el 

resaltado y subrayado corresponde al suscripto) (Fallos: 329:385, del 07/03/2006). 

Si bien no desconozco que el incremento del porcentaje del aporte jubilatorio cuestionado 

por el actor se traduce en una disminución en la retribución mensual del activo, la finalidad de la 

misma fue la de garantizar el correcto y eficiente funcionamiento del sistema como así también el 

adecuado acceso a la jubilación conforme las disposiciones del régimen especial, que aseguran un 

haber jubilatorio equivalente al 82% móvil. 

Esta ponderación entre medios y fines efectuada por el Parlamento en el ejercicio de sus 

funciones no se visualiza, aquí y ahora, como manifiestamente arbitraria o claramente ilegal, 

extremo que resulta ineludible acreditar para la procedencia sustancial de la vía excepcional del 

amparo; siendo que, en verdad, el aumento del aporte resguardaría el cercano (o próximo) interés 
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patrimonial, de carácter previsional, del amparista (cuando acceda a los beneficios de la jubilación), 

y de los futuros funcionarios y jueces que logren obtener dicho beneficio.   

En este sentido es menester recordar que desde antiguo la Corte Federal ha señalado que 

la misión más delicada del Poder Judicial es la de mantenerse dentro del ámbito de su jurisdicción, 

sin menoscabar las funciones que incumben a los otros poderes ni suplir las decisiones que 

aquellos deben adoptar (Fallos: 155:248; 272:231; 311:2553; 328:3573; 338:488; 339:1077, entre 

muchos otros). 

c) En relación a la supuesta confiscatoriedad alegada por la amparista, derivada del 

descuento que experimenta su remuneración por el aumento del aporte, dicho extremo tampoco fue 

acreditado ni intentado acreditar constituyendo –por tanto- una manifestación abstracta sin una 

demostración mínima que nos indique, en números, el porcentaje de afectación real de sus haberes 

en actividad. 

d) Por otro lado la actora sostiene la inconstitucionalidad del precepto en el hecho de que 

el incremento del aporte no se ve reflejado en el haber de pasividad, en tanto la reforma 

implementada por la ley 27.546 no mejora el mecanismo de cálculo del beneficio jubilatorio, que si 

bien respeta el porcentaje del 82%, establece que el mismo se calculará sobre el promedio de las 

últimas 120 remuneraciones.  

Estimo que dicha aseveración, que en abstracto puede lucir como verosímil, se enfrenta 

con la dificultad de la ausencia de un respaldo probatorio que debería provenir del aporte de 

elementos que den luz y certeza a lo afirmado, no pudiendo inclinarme a favor de una declaración 

de ilegalidad o arbitrariedad manifiesta, en tanto que una decisión así no sería “razonablemente 

fundada” como nos es exigido (art. 3 del Código Civil y Comercial de la Nación), y ello es natural, ya 

que el planteo del sub lite requiere y reclama mayor debate y prueba exorbitando el estrecho marco 

del proceso rápido del amparo, debiendo recordarse que el art. 43 de la Constitución Nacional 

reformada mantuvo el criterio de excluir la acción de amparo cuando por las circunstancias del caso 

concreto, se requiera de mayor debate y prueba, y por tanto no se da el requisito de arbitrariedad o 

ilegalidad manifiesta; extremos cuya demostración han sido calificados de imprescindibles para la 

procedencia de aquélla (Fallos 330:2255; 330:1279; 330:4144).  

Obsérvese además que no es posible tener por verificado el perjuicio alegado, en razón 

de la situación personal del actor, que a la fecha sigue desempeñándose en su cargo, constituyendo 

un perjuicio conjetural y por ello un agravio prematuro, debiendo tenerse presente que “el control 
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encomendado a la justicia sobre las actividades ejecutiva y legislativa requiere que el 

requisito de la existencia de un "caso" sea observado rigurosamente, no para eludir cuestiones 

de repercusión pública sino para la trascendente preservación del principio de división de poderes, 

al excluir al Poder Judicial de una atribución que, como la de expedirse en forma general sobre la 

constitucionalidad de las normas emitidas por los otros departamentos del gobierno, no le ha sido 

reconocida por el art. 116 de la Constitución Nacional” (del dictamen de la Procuración General al 

que la Corte remite en Fallos: 345:1312).  

A mayor abundamiento, es sabido que en los juicios de amparo debe fallarse con arreglo a 

la situación fáctica y jurídica existente a la fecha de la sentencia, teniendo en cuenta no sólo los 

factores iniciales sino también los sobrevinientes, sean agravantes o no (Fallos 313:344). 

e) En relación al planteo del actor respecto a la inconstitucionalidad en la aplicación de la 

Resolución 10/2020 de la S.S.S. de manera retroactiva, me limitaré a decir que, tal como señalara 

con anterioridad, dicha resolución no hace más que aclarar y complementar a la ley 27.546. Por lo 

que, a los efectos de determinar el punto de partida de la vigencia del aporte diferencial 

cuestionado, ha de estarse a las disposiciones de dicho cuerpo normativo, que en su art. 20 

dispuso: “La presente ley entrará en vigencia el día siguiente al de su publicación en el Boletín 

Oficial” y en tanto su publicación data del 06/04/2020, es desde el mes de abril del año 2020, a partir 

del cual resulta aplicable el descuento del 18% en concepto de aporte jubilatorio sobre el haber del 

actor.  

XI.- Que en mérito a lo señalado estimo corresponde hacer lugar parcialmente a la acción 

de amparo impetrada por el Dr. Oscar Eduardo Vázquez, debiendo imponerse las costas por el 

vencimiento parcial y mutuo, en un 80% a cargo del ANSES y en un 20% a cargo del actor (conf. 

art. 71 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación por remisión del art. 17 de la ley 16.986). 

XII.- En cuanto a la regulación de honorarios, corresponde señalar que al caso debe 

aplicarse la nueva ley arancelaria nº 27.423, toda vez que la demanda se inició con posterioridad a 

su sanción, de conformidad a lo establecido por el Máximo Tribunal en fecha 04/09/2018, en autos 

“Establecimiento Las Marías SACIFA”. (Fallos: 341:1063) 

En este sentido, y tratándose el presente de un proceso de sin monto, las retribuciones han 

de relacionarse con la complejidad de la tarea llevada a cabo como asimismo con la responsabilidad 

asumida por los abogados intervinientes y la trascendencia moral, jurídica y económica que tuviere 

https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7473801&cache=1652965011721
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el juicio en el futuro, para el cliente y para las partes, de conformidad con lo previsto en los arts.  48 

y 16 de la ley 27.423. 

De esta manera, corresponde regular los honorarios de los profesionales intervinientes de la 

siguiente manera: parte actora a la Dra. María José Martínez Vila, en el doble carácter, en 25 UMA, 

equivalentes a $ 373.325 (art. 16, ley 27.423); parte demandada a la Dra. Carolina Biondolillo por 

ANSES, en el doble carácter, en 20 UMA, equivalentes a $ 298.660; y a la Dra. Beatriz Susana 

Quiroga por la Provincia de Mendoza, en el doble carácter, en 20 UMA, equivalentes a $ 298.660. 

Para así regular se considera que se trata de un proceso que no es susceptible de 

apreciación pecuniaria y que el art. 48 de la ley 27.423 establece un mínimo de 20 UMA para tal 

supuesto. Asimismo, según lo establecido en la acordada 09/2023 del Máximo Tribunal de la 

Nación, el valor de la UMA que debe considerarse en el caso es de $ 14.933, a partir del 

01/03/2023. 

Por todo lo expuesto, RESUELVO:  

I.- HACER LUGAR parcialmente a la acción de amparo interpuesta por Oscar Eduardo 

VÁZQUEZ contra el Estado Nacional y la Administración Nacional de la Seguridad Social. 

II.- DECLARAR la inconstitucionalidad del art. 9, inc. b) de la ley 24.018 (modificada por la 

ley 27.546) y del punto 2 inc. e) del Anexo I de la Resolución S.S.S. 10/2020, haciéndole saber a 

ANSeS que deberá prescindir de exigir al actor el cese efectivo en su cargo como recaudo para 

acceder al beneficio previsional. 

III.- DECLARAR que el actor ha alcanzado la edad requerida en la ley 24.018, conforme al 

art. 15 de la ley 27.546, al cumplir los 61 años de edad, pudiendo en consecuencia solicitar el inicio 

de los trámites jubilatorios.  

IV.- DECLARAR inaplicable al caso concreto la escala prevista por el art. 15 de la Ley 

27.546 y la exigencia de 65 años prevista en el art. 9 de la Ley 24.018 (conf. modificación art. 2, Ley 

27.546), como así también cualquier reglamentación dictada en consecuencia. 

V.- RECHAZAR por exceder el marco del proceso de amparo el pedido de 

inconstitucionalidad del art. 6 de la Ley 27.546 (art. 2 inc. d, Ley 16.986 y art. 43 de la Constitución 

Nacional).  

VI.- IMPONER las costas por el vencimiento parcial y mutuo, en un 80% a cargo del ANSES 

y en un 20% a cargo del actor (conf. art. 71 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación por 

remisión del art. 17 de la ley 16.986).  
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VII.- REGULAR los honorarios de los profesionales intervinientes de la siguiente manera: 

parte actora a la Dra. María José Martínez Vila, en el doble carácter, en 25 UMA, equivalentes a $ 

373.325 (art. 16, ley 27.423); parte demandada a la Dra. Carolina Biondolillo por ANSES, en el 

doble carácter, en 20 UMA, equivalentes a $ 298.660; y a la Dra. Beatriz Susana Quiroga por la 

Provincia de Mendoza, en el doble carácter, en 20 UMA, equivalentes a $ 298.660. 

VIII.- HÁGASE SABER que la Secretaría de la Seguridad Social y Poder Ejecutivo 

Nacional, codemandadas en autos, deberán ser notificadas de la presente mediante Oficio Ley 

22.172, a cargo del actor y teniendo presente las personas autorizadas para cumplir con su 

diligenciamiento. En idéntico sentido deberá notificar a la Contaduría General de la Provincia de 

Mendoza mediante cédula papel a cargo del actor que deberá presentarla por Mesa de Entrada 

para su debido diligenciamiento.  

IX.- Encontrándose comprometido en el presente proceso los intereses del Estado de la 

Provincia de Mendoza, y conforme manda el art. 177 de la Constitución Provincial y Ley n° 728 -

reglamentaria del mencionado artículo-, notifíquese a la Fiscalía de Estado de la Provincia de 

Mendoza mediante cédula papel a cargo del actor, que deberá presentarla por Mesa de Entrada 

para su debido diligenciamiento.  

Protocolícese. Notifíquese.  

 

 

Dr. Pablo O. QUIRÓS 

Juez Federal subrogante   

 

 

Dr. Federico SERRALTA TOMELLINI 

Secretario Federal 


